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Resumen 
La Corte Constitucional, como máximo órgano del Estado encargado de 
interpretar y salvaguardar la Constitución, no ha sido ajena a esta temática, y ha 
proferido varias providencias donde se manifiesta la forma en que la Corporación 
aplica e interpreta las medidas cautelares en el proceso ejecutivo, desde la 
vigencia de la ley 1437 de 2011 y el Código General del Proceso. Asimismo, el 
Consejo de Estado como alta corporación de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa y competente para los procesos ejecutivos en contra de entidades 
estatales, refiere una interpretación jurisprudencial de las leyes que atañen estos 
procedimientos. La condición especial que tienen los bienes estatales ha referido 
un punto de partida para identificar cuáles de estos son objeto de medidas 
ejecutivas, junto con los aspectos procesales, como lo son la solicitud de 
levantamiento de embargos debido a la insostenibilidad fiscal y el nuevo régimen 
para municipios, así como aquellos bienes inembargables. El tema principal de 
este trabajo consiste en analizar los pronunciamientos jurisprudenciales de la 
Corte Constitucional y del Consejo de Estado respecto a las medidas cautelares 
ejecutivas en la Jurisdicción Contencioso Administrativa desde la vigencia de la 
ley 1437 de 2011 y el Código General del Proceso mediante las sentencias 
proferidas por dicha Corporación.  
 
Palabras clave: Medidas cautelares ejecutivas, Corte Constitucional, Código 
General del Proceso, Jurisdicción Contencioso Administrativa.  
Abstract 
The Constitutional Court, as the state's highest body responsible for interpreting 
and safeguarding the Constitution, has not been unaware of this issue, and has 
issued several provisions that show how the Corporation applies and interprets 
precautionary measures in the executive process, since The validity of Law 1437 
of 2011 and the General Code of Process. Likewise, the Council of State as a 
high corporation of the Contentious Administrative Jurisdiction and competent for 
executive proceedings against state entities, refers a jurisprudential interpretation 
of the laws that affect these procedures. The special condition of state property 
has referred to a starting point to identify what type of goods are subject to 
executive measures, along with procedural aspects such as the request to lift 
embargoes due to fiscal unsustainability and the new regime for Municipalities, 
as well as those assets that cannot be seized. The main theme of this work is to 
analyze the jurisprudential pronouncements of the Constitutional Court and the 
State Council regarding the precautionary measures in the Administrative 
Jurisdiction since the law of 1437 of 2011 and the General Code of Process 
through the sentences. 
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Las medidas cautelares en el proceso ejecutivo en la Jurisdicción Contencioso 
Administrativo, es un tema innovador que trae consigo el tema de bienes 
estatales inembargables debido al principio de sostenibilidad fiscal y 
presupuestal. Además, debido a la importancia que deviene de la Nación en el 
cumplimiento de sus obligaciones, como la de cancelar aquellas deudas que se 
ocasionen por incumplimientos de contratos, sentencias y demás que ha 
generado detrimento a las personas que contratan con el Estado y que son los 
afectados directos del incumplimiento. 
 
Por tal razón, la ley 1437 de 2011 y el Código General del Proceso 
enuncian en su contenido el proceso ejecutivo, clases, requisitos y sobre que 
recaen dichas medidas cautelares. No obstante, se han evidenciado algunos 
vacíos que han sido interpretados por las Altas Corporaciones, en el caso sub 
examine, la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, a fin de estudiar la 
inembargabilidad de los bienes del Estado. 
 
En concordancia a lo enunciado, se comprenderá el tema mediante el 
estudio de las leyes que traten el mismo, como la ley 1437 de 2011, 1564 de 
2012 y demás, junto con la Jurisprudencia actual de las Cortes antes 
mencionadas.  
 
Lo anterior, en cuanto al proceso ejecutivo en la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa ha sido reglamentado desde antaño por el Decreto 01 de 1984, 
más aun en el presente se mantiene otra norma vigente que trata de igual 
manera la acción ejecutiva en contra del Estado, a fin de garantizar el 
cumplimiento de obligaciones de hacer, dar o no hacer del mismo, para lo cual 
se encuentra vigente la ley 1437 de 2011, el llamado “Código de Procedimiento 
Administrativo  y de lo Contencioso Administrativo” abarcando el tema 
mencionado, junto con el Código General del Proceso.  
Dentro de este tipo de acción, se tienen al alcance las medidas cautelares, 
interpretadas como una garantía al particular a fin de conseguir el cumplimiento 
de obligaciones de la Nación, que recaen en posibles embargos y secuestro de 
bienes. Por tal razón, se encuentran establecidas en el procedimiento 
administrativo, mediante requisitos inscritos en la normativa. 
 
Sin embargo, al observase dichas medidas contra el Estado, se pueden 
identificar una gran diferencia con el procedimiento civil, en el cual, para este, en 
primer lugar, se establece unos sujetos de igual naturaleza, es decir, particulares, 
caso contrario ocurre en la Jurisdicción Administrativa donde se denota un sujeto 
procesal llamado Administración, que tiene una protección constitucional en los 
casos que se pretenda el desarrollo de medidas cautelares. 
 
Con base en lo anterior, es factible mencionar que las medidas cautelares 
que se desarrollen en un proceso ejecutivo, puedan ser resueltas en forma 
favorable para el particular, más ello no implica que de esto se desprenda la 
eficacia y la ejecución de aquella decisión adoptada por un Juez y/o Magistrado 
Administrativo, lo que ha ocasionado un inconveniente al ejecutante, resultando 
en últimas el incumplimiento de una obligación, que en la práctica resulta en la 
mayoría de las ocasiones ser de sumas de dineros. 
 
Esta situación, refiere un sinnúmero de demandas que culminan en fallos 
que no pueden ser ejecutados en vista de que los bienes del Estado al no ser 
embargados ocasionan la ineficacia de providencias judiciales que finalmente 
quedan en papel. Además de ello, sobrevienen consecuencias respecto a la 
inseguridad que ocasiona contratar con el Estado y a la posible falta de 
colaboración por parte de los particulares con la Nación. 
 
Aunado a lo antepuesto, acarreará unas incontables deudas del país para 
con los administrados, originando posibles fallas de la administración, al no 
soportar la inoperancia de este, y llevando al límite a los particulares, que en 
ocasiones pueden llevar a extremos estos casos, cuando de dinero se trata. 
 
Por tal motivo, este estudio referencia el análisis de la eficacia y ejecución 
de las medidas cautelares en el proceso ejecutivo mediante la interpretación del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y el 
Código General del Proceso, además del estudio de la procedencia de los 




















1.1. Sujetos: Para responder a los objetivos del proyecto y atendiendo al 
desarrollo del trabajo, el tamaño de la muestra se determinó a criterio del grupo 
investigador, por conveniencia mediante muestreo voluntario, contenidas en 
providencias de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, altas 
corporaciones que se han preocupado por las medidas cautelares en procesos 
ejecutivos. 
 
La Corte Constitucional y el Consejo de Estado han desarrollado el tema desde 
que se crearon los Código Contencioso Administrativo y Procedimiento 
Administrativo, junto con el Código General del Proceso, para la investigación se 
tomaron las sentencias proferidas que contienen situaciones tanto fácticas como 
jurídicas donde exista fundamentación jurisprudencial para las medidas 
cautelares en el proceso ejecutivo de competencia de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, como también del estudio de la normativa del asunto 
de estudio. Por lo tanto, la muestra es: 
1.1.1. Ley 1437 de 2011. Código Contencioso de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) 
1.1.2. Ley 1562 de 2012. Código General del Proceso 
1.1.3. CUADRO N 1: Sentencias de la Corte Constitucional respecto de la 
medida cautelares en el proceso ejecutivo de competencia de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa 
AÑO NUMERO SALA DE REVISIÓN SENTENCIA FECHA 
2014 1 Plena C-284/14 15/05/2014 
2013 2 Plena C-543/13 21/08/2013 
2012 3 Segunda T-873/12 26/10/2012 
2010 4 Plena C-539/10 30/06/2010 
Fuente: Astrid Yurley Puentes Mendoza e Ingrid Jimena Cadena Romero.2017 
1.1.4. CUADRO N 2: Sentencias del Consejo de Estado respecto de las 
medidas cautelares en el proceso ejecutivo de competencia de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa 
AÑO N° SALA DE 
REVISIÓN 
PROVIDENCIA (Radicado interno) 
Magistrado Ponente 
FECHA 
2015 1 Cuarta Auto expediente N° 20467 
MARTHA TERESA BRICEÑO DE 
VALENCIA 
26/11/2015 
2014 2 Cuarta Sentencia Expediente N° 19717 
JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ 
08/05/2014 
2009 3 Tercera Auto expediente N° 34882 
MAURICIO FAJARDO GÓMEZ 
26/03/2009 
Fuente: Astrid Yurley Puentes Mendoza e Ingrid Jimena Cadena Romero. 2017 
(elaboración propia) 
1.2. Técnicas e instrumentos: Las técnicas e instrumentos para este trabajo es 
la observación y técnicas de análisis de documentos, en referencia el análisis de 
las sentencias proferidas por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado con 
respecto de la medida cautelar en el proceso ejecutivo de competencia de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa en vigencia de la ley 1437 de 2011 y 
Código General del Proceso, utilizando como instrumento dos fichas de 
observación y análisis. 
1.3. Procedimiento: El procedimiento de este artículo científico, determinará 
clases, requisitos de las medidas cautelares en el proceso ejecutivo en la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa desde la vigencia de la ley 1437 de 2011 
y el Código General del Proceso, así como hasta donde proceden los embargos 
de los bienes de la Nación, según pronunciamientos de la Corte Constitucional y 
del Consejo de Estado, desde el estudio de sentencias proferidas por las 
mencionadas Corporaciones, con la observación y el análisis, así como de la 
normativa relevante. 
 
2. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
2.1. Medidas cautelares en el proceso ejecutivo en la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa: Fundamentación legal y jurisprudencial 
desde la vigencia de la ley 1437 de 2011 y el Código General del Proceso. 
 
Las medidas cautelares se definen como aquellos mecanismos que se realizan 
a efectos de garantizar el cumplimiento de una obligación que ya se ha 
constituido con anterioridad, o para evitar el daño o detrimento de un derecho ya 
adquirido. 
 
Al respecto, cada jurisdicción realiza mediante su normativa una clase de 
medidas cautelares procedentes para cada proceso en concreto, sin embargo, 
en aquellos casos donde no sea posible, se remitirá a otras normas que así se 
determinen. 
 
Es por tanto, que en el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso 
Administrativo (ley 1437 de 2011) consignó en su articulado lo concerniente a 
medidas cautelares refiriéndose a las mismas en el Capítulo XI (artículos 229 a 
241), contemplándose las medidas como (Congreso de la República, 2011): 
“preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión” 
 
Así mismo, se referencia en Sentencia de la Corte Constitucional, donde refiere 
medidas cautelares, en cuanto al medio de control de protección de derechos 
colectivos de la siguiente manera (C-284, 2014): 
 
Clases de medidas cautelares; contenido y alcance de las mismas. Tras 
esta reforma, el juez contencioso administrativo cuenta con todo un haz 
de medidas cautelares. La Ley 1437 de 2011, como se dijo, no se contrae 
a contemplar la suspensión provisional, sino que habla de medidas 
“preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión”. El artículo 230 
de la misma dice que el juez puede decretar, cuando haya lugar a ello, 
“una o varias de las siguientes” cautelas: ordenar que se mantenga una 
situación, o se restablezca el estado de cosas anterior a la conducta 
“vulnerante o amenazante”, cuando fuere posible (art 230.1); suspender 
un procedimiento o actuación administrativa, incluso de carácter 
contractual, dentro de ciertas condiciones (art 230.2);[10] suspender 
provisionalmente los efectos de un acto administrativo (art 230.3); ordenar 
que se adopte una decisión, o que se realice una obra o una demolición 
de una obra con el objeto de evitar el acaecimiento de un perjuicio o que 
los efectos de este se agraven (art 230.4); impartir órdenes o imponerle a 
cualquiera de las partes del proceso obligaciones de hacer o no hacer (art 
230.5). Cuando la medida cautelar implique la adopción de un acto 
discrecional, el juez no puede sustituir a la autoridad competente, sino 
limitarse a ordenar su adopción según la Ley (art 230 parágr). 
 
Si bien, desarrolla las medidas en la protección de derechos colectivos, también 
se mencionan todas aquellas presentadas por el C.P.A.C.A., por lo que figuran 
como herramientas que se colocaron a disposición de las personas, a fin de 
garantizar los derechos o el cumplimiento de las obligaciones, siendo la manera 
más eficaz en un momento determinado y que requiere que la autoridad 
competente determine su procedencia. 
 
En atención a ello, se vislumbra en el proceso ejecutivo de la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa, la utilización de dichas medidas, pero en principio, 
es definir a grosso modo que un proceso ejecutivo, es el medio por el cual se 
acciona la administración de justicia para garantizar el pago de una obligación 
contenida en un título valor y/o ejecutivo. 
 
Es así que, el titulo ejecutivo corresponde según la norma a sentencias 
ejecutoriadas, contratos estatales, facturas, entre otros que puedan ser objeto 
de ejecución por parte de dicha jurisdicción. 
 
En consecuencia, a fin de garantizar el pago de dicha obligación o el 
cumplimiento de una orden impartida, será necesario la utilización de las 
medidas cautelares, para lo cual se han establecido sus clases. 
 
2.1.1. Clases de medidas cautelares en el proceso ejecutivo 
 
Las clases de medidas cautelares en el proceso ejecutivo, se definen como 
preventivas, según la clasificación realizada por la Ley 1437 de 2011, donde se 
busca evitar eventualidades como lo manifiesta el Consejo de Estado en Auto 
del 26 de marzo de 2009 (Consejo de Estado, 2009): “buscan prevenir y precaver 
las contingencias que pudieren sobrevenir sobre los bienes o las personas 
mientras se inicia o se adelanta un proceso”. 
 
Es así, que la clase de medida cautelar preventiva es llamada “de embargo y 
secuestro” (Rodríguez Tamayo, 2016), y se presentan como clases de embargos 
los siguientes: 
- Embargo de bienes de la Nación.   
- Embargo sobre bienes de las entidades territoriales, recursos propios y 
transferencias y cesiones del sector central. 
- Embargo sobre los recursos del sistema general de participaciones 
- Embargo sobre recursos por concepto de regalías (ley 141 de 1994) 
- Embargos sobre recursos parafiscales 
- Embargos sobre recursos de propiedad de entidades públicas 
administrados por fiducias. 
- Embargo de remanentes. 
 Asimismo, el Código General de Proceso determina las medidas cautelares en 
el proceso ejecutivo como medidas de carácter patrimonial, en cuanto se habla 
de embargos sobre bienes y recursos del Estado, así lo menciona de manera 
general (Londoño, 2017) 
 
Las medidas cautelares que se pueden solicitar en este tipo de procesos 
son el embargo y el secuestro. El embargo, tratándose de bienes 
inmuebles sujetos a registro, según sentencia de agosto 02 de 1999 de la 
Corte Suprema de Justicia requiere de la ocurrencia de dos actos 
complementarios, como requisito. Para los procesos ejecutivos se ha 
establecido que ya no es necesario que el interesado preste caución para 
que se practiquen medidas cautelares, situación que aún se sigue 
presentando para procesos declarativos. 
 
En virtud que, el C.P.A.C.A. no desarrolla de manera concreta el proceso 
ejecutivo en la Jurisdicción Contencioso Administrativa, dio lugar a la aplicación 
del Código General de Proceso. Con lo anterior, se avizora además que la 
solicitud de los embargos y secuestros de bienes y recursos del Estado, no habrá 
necesidad el pago de caución como anteriormente se realizaba. 
 
Una vez concertado que las clases de medidas dispuestas para el proceso 
ejecutivo, se habla de medidas cautelares preventivas, patrimoniales (embargo 
y secuestro), donde lo que se busca finalmente es prevenir el incumplimiento de 
la obligación, en este caso del Estado. 
 
No obstante, en sentencia de la Corte Constitucional hace aparición una figura 
importante que vale la pena estudiar, como lo es la inembargabilidad de los 
bienes de la Nación. Al respecto, refiere la Corte Constitucional en sentencia C-
543 de 2013, en cuanto no se puede dar un trato igual al Estado, lo siguiente (C-
543 , 2013): 
 
La situación del Estado y de los particulares no puede asimilarse en lo 
relativo a la garantía de obligaciones y la posibilidad de decretar el 
embargo de bienes y recursos. Por ejemplo, al analizar una acusación 
similar en la Sentencia C-566 de 2003, la Corte sostuvo que ´desde esta 
perspectiva es claro que en lo que se refiere a la aplicación de medidas 
cautelares no resulta comparable el caso del Estado con el de un 
particular y que por lo tanto al no encontrarse en la misma situación de 
hecho no cabe en principio considerar vulnerado el derecho a la igualdad. 
Argumento que fue mencionado con anterioridad en Sentencia C-539 de 2010 
donde enunció  
a que en relación con las obligaciones contractuales adquiridas por las 
entidades territoriales para el cumplimiento de los propósitos del SGP no 
se aplicara el principio de inembargabilidad de los recursos del mismo 
Sistema. Pues el condicionamiento introducido, según se vio, se refiere 
únicamente a las “obligaciones laborales reconocidas mediante 
sentencia”. Conclusión a la que llegó, según también se vio, a partir de la 
consideración según la cual el Acto Legislativo No. 4 de 2007 revelaba 
una mayor preocupación del constituyente por garantizar la inversión 
social de los recursos del SGP, por lo cual se hacía necesario estudiar el 
alcance de la regla general de inembargabilidad “desde una óptica 
diferente”. 
Por consiguiente, es claro que el Estado al ser un ente administrador, requiere 
una protección constitucional en cuanto a sus bienes y recursos, en virtud del 
principio de sostenibilidad fiscal y presupuestal, toda vez que con estos bienes 
son con los cuales se sostiene la administración a fin de seguir cumpliendo y 
garantizando los derechos de sus administrados. 
 
No obstante, se hace alusión a las excepciones al principio de inembargabilidad, 
que la Corte Constitucional recalca se comprendía bajo la vigencia del acto 
legislativo 01 de 2001, así como lo menciona en sentencia T-873/12 del 26 de 
octubre, aunque se hace precisión del Sistema General de Participaciones, en lo 
siguiente: 
A juicio de la Corte, la prohibición de embargo de recursos del SGP (i) 
está amparada por el artículo 63 de la Carta Política, que autoriza al 
Legislador para determinar qué bienes y recursos públicos son 
inembargables. Así mismo, (ii) está dirigida a garantizar la destinación 
social y la inversión efectiva en los servicios de educación, salud, 
saneamiento básico y agua potable, de acuerdo con la exigencia prevista 
en los artículos 356 y 357 de la Constitución y la reforma introducida en el 
Acto Legislativo No. 4 de 2007. Además, (iii) es coherente con el mandato 
que el Constituyente dio al Gobierno Nacional para definir una estrategia 
de monitoreo, seguimiento y control al gasto ejecutado con recursos del 
SGP, con miras a garantizar las metas de continuidad, calidad y cobertura 
definidas en la ley. Desde esta perspectiva, es claro que la cláusula de 
inembargabilidad de los recursos del SGP persigue fines 
constitucionalmente legítimos, compatibles con la naturaleza y destino 
social de esos recursos”. 
  
En este sentido, la sentencia C-1154 de 2008 condicionó la 
constitucionalidad del artículo 21 del Decreto 28 de 2008 a que se 
pudieran decretar medidas cautelares para “el pago de las obligaciones 
laborales reconocidas mediante sentencia”, sobre recursos de libre 
destinación y excepcionalmente sobre los recursos de destinación 
específica. Sin embargo no se contemplaron otros casos excepcionales 
que sí habían sido admitidos por la jurisprudencia anterior. 
  
4.5. De lo anterior se desprende que, acorde con la normatividad vigente 
y la jurisprudencia en la materia, la regla reconocida por las sentencias 
más recientes de la Corte Constitucional establece que no es posible 
embargar recursos del Sistema General de Participaciones para hacer 
efectivas las obligaciones de las entidades territoriales. 
En vista de lo anterior se mencionó el principio de inembargabilidad en diferentes 
recursos del Estado, como el del Sistema General de Participaciones que antes 
del año 2008 podría ser embargados, por un tiempo se mantuvo la variación y 
necesidad de interpretación jurisprudencial para el desarrollo de este principio y 
consecuencialmente identificar los bienes del Estado objeto de embargo. 
Por esta razón, con la entrada en vigencia del Código General del Proceso, se 
indica que bienes no son inembargables en su artículo 5921, lo que ocasiona que 
                                                             
1 ARTÍCULO 594. BIENES INEMBARGABLES. Además de los bienes inembargables señalados en la 
Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán embargar: 
 
1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de las entidades 
territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos de la seguridad social. 
2. Los depósitos de ahorro constituidos en los establecimientos de crédito, en el monto señalado por la 
autoridad competente, salvo para el pago de créditos alimentarios. 
 
3. Los bienes de uso público y los destinados a un servicio público cuando este se preste directamente por 
una entidad descentralizada de cualquier orden, o por medio de concesionario de estas; pero es 
embargable hasta la tercera parte de los ingresos brutos del respectivo servicio, sin que el total de 
embargos que se decreten exceda de dicho porcentaje. 
Cuando el servicio público lo presten particulares, podrán embargarse los bienes destinados a él, así como 
los ingresos brutos que se produzca y el secuestro se practicará como el de empresas industriales. 
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el cobro de obligaciones 
derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las mismas. 
5. Las sumas que para la construcción de obras públicas se hayan anticipado o deben anticiparse por las 
entidades de derecho público a los contratistas de ellas, mientras no hubiere concluido su construcción, 
excepto cuando se trate de obligaciones en favor de los trabajadores de dichas obras, por salarios, 
prestaciones sociales e indemnizaciones. 
6. Los salarios y las prestaciones sociales en la proporción prevista en las leyes respectivas. La 
inembargabilidad no se extiende a los salarios y prestaciones legalmente enajenados. 
7. Las condecoraciones y pergaminos recibidos por actos meritorios. 
8. Los uniformes y equipos de los militares. 
9. Los terrenos o lugares utilizados como cementerios o enterramientos. 
10. Los bienes destinados al culto religioso de cualquier confesión o iglesia que haya suscrito concordato 
o tratado de derecho internacional o convenio de derecho público interno con el Estado colombiano. 
11. El televisor, el radio, el computador personal o el equipo que haga sus veces, y los elementos 
indispensables para la comunicación personal, los utensilios de cocina, la nevera y los demás muebles 
necesarios para la subsistencia del afectado y de su familia, o para el trabajo individual, salvo que se trate 
del cobro del crédito otorgado para la adquisición del respectivo bien. Se exceptúan los bienes suntuarios 
de alto valor. 
12. El combustible y los artículos alimenticios para el sostenimiento de la persona contra quien se decretó 
el secuestro y de su familia durante un (1) mes, a criterio del juez. 
13. Los derechos personalísimos e intransferibles. 
14. Los derechos de uso y habitación. 
15. Las mercancías incorporadas en un título-valor que las represente, a menos que la medida comprenda 
la aprehensión del título. 
16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales. 
estos mismos no pueden ser objeto de las medidas cautelares en los procesos 
ejecutivos, dejando a aquellas personas naturales y jurídicas con limitaciones en 
cuanto al pago de sentencias, contratos y demás títulos ejecutivos que se 
presenten en mora de cumplimiento. 
 
Finalmente, la Corte Constitucional ha sido clara en determinar que dicho 
principio de inembargabilidad no es absoluto, lo cual se abarcará más adelante, 
cuando de procedencia se hable. 
 
En cuanto a dichas clases, se realiza un breve cuadro para dar mayor 
entendimiento de la siguiente manera: 
 
CUADRO N 3:  
¿Cuáles son las clases de medidas cautelares en el proceso ejecutivo en la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa desde la vigencia de la ley 1437 de 2011 y el Código General 
del Proceso? 
Clases de Medidas Cautelares 
Ley 1437 de 2011 
Clases de Medidas Cautelares 
Código General del proceso 
Preventivas (embargo y secuestro) 
 
Personales 





Fuente: Astrid Yurley Puentes Mendoza e Ingrid Jimena Cadena Romero. 2017 
 
2.1.2. Requisitos de las medidas cautelares en el proceso ejecutivo 
 
                                                             
 
En cuanto a los requisitos, estos se encuentran contemplados en la legislación, 
donde la solicitud debe ser presentada junto con la demanda para accionar la 
Administración de Justicia, a fin de embargar y secuestrar los bienes del Estado, 
es decir aquellos que no estén bajo el principio de inembargabilidad. 
 
Es así, como en providencia del Consejo de Estado, en Sección Cuarta 
determina (Consejo de Estado, 2015): 
 
Como requisitos para que proceda una medida cautelar se resaltan, los 
siguientes [art. 231]: - Que la demanda esté razonablemente fundada en 
derecho. - Que el demandante haya demostrado, aunque sea 
sumariamente, la titularidad del derecho o de los derechos invocados. - 
Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés 
público negar la medida cautelar que concederla. 
 
Sin embargo, lo antes expuesto menciona lo concerniente a las medidas 
cautelares en general, por lo cual habrá de mencionarse en los procesos 
ejecutivos qué condiciones se deben tener en cuenta para lo cual en principio el 
C.P.A.C.A. no menciona expresamente lo referente a los requisitos, si atribuye la 
materia al Código de Procedimiento Civil – hoy C.G.P.- 
 
El Código General del Proceso establece como requisitos de las medidas 
cautelares en los procesos ejecutivos: realizarse junto con la demanda y 
establecer sobre qué bienes recae la medida, así al momento de iniciar la 
demanda esta corresponderá a los requisitos que la ley disponga, siendo la 
medida cautelar sometida al cumplimiento de estos requisitos, siendo evidente 
que si estas no se cumplen no dará lugar al decreto de la misma. 
 
CUADRO N 4: 
¿Cuáles son los requisitos de las medidas cautelares en el proceso ejecutivo en la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa desde la vigencia de la Ley 1437 de 2011 y el 
Código General del Proceso? 
Expediente 34882 de 26 de 
marzo de 2009 
Consejo de Estado Sección 
Cuarta. 
MAURICIO FAJARDO GÓMEZ 
Código General del Proceso 
 




En casos donde resulte medidas 
entre dos países, en el entendido 
que son particulares de otros 
países quienes contratan con el 
Estado Colombiano, al juez ante 
quien se surte el proceso judicial 
que da lugar a la medida solo le 
corresponde definir si la misma 
resulta, o no, precedente al tenor 
de lo dispuesto en las normas 
procesales vigentes en el país en 
el cual se adelante el litigio. 
 
-Desde la presentación de la 
demanda 
-Cumplir con los requisitos de 
la demanda. 
-describir sobre qué bienes 
deben recaer. 
Artículo 299. de la 
ejecución en materia de 
contratos y de condenas a 
entidades públicas. salvo lo 
establecido en este código 
para el cobro coactivo a 
favor de las entidades 
públicas, en la ejecución de 
los títulos derivados de las 
actuaciones relacionadas 
con contratos celebrados 
por entidades públicas, se 
observarán las reglas 
establecidas en el código 
de procedimiento civil para 
el proceso ejecutivo de 
mayor cuantía. 
Fuente: Astrid Yurley Puentes Mendoza e Ingrid Jimena Cadena Romero. 2017 
 
2.1.3. Procedencia de las medidas cautelares 
 
Conforme se ha desarrollado la normativa y la interpretación jurisprudencial es 
cierto que las medidas cautelares han sido precisadas teniendo en cuenta el 
principio de inembargabilidad del Estado, no como algo absoluto, en el entendido 
que no se puede vulnerar garantías civiles de acreedores del Estado. 
 
Es así como, se debe precisar en primer momento los recursos del Estado que 
no se encuentran bajo este principio, para lo cual se determinan:  las entidades 
territoriales, por no hacer parte del Presupuesto General de la Nación y aquellos 
dineros que no integren transferencias o regalías cedidas a dichas entidades, 
esto conforme al artículo 592 del C.G.P. y debido a sentencias de la Corte 
Constitucional y del Consejo de Estado que vienen desde el año 1994 en 
adelante, así se avizora de la sentencia C-263 de 19942. Asimismo, en sentencia 
22 de febrero de 1.994. expediente 18.844 el Consejo de estado por extensión 
de interpretación que los recursos municipales originados en transferencias de 
la Nación a las Entidades Territoriales son inembargables, excepto que se trate 
de cobrar obligaciones derivadas de los contratos celebrados para ejecutar 
dichas transferencias. 
 
Además, se observa que el dinero para pago de sentencias y conciliaciones, se 
entenderían como las únicas embargables, por ser precisamente su objeto el 
pagar dichas obligaciones, más sin embargo tampoco pueden ser embargada, 
en virtud del principio que se ha venido mencionando, desconociendo entonces 
la ejecutabilidad de ordenes proferidas por los jueces, con los criterios trazados 
por la H. Corte Constitucional en sus Sentencias C-1154 de 2008 y C-543 de 
2013 que en anterior aparte se hizo alusión  tanto al principio de 
inembargabilidad como sus excepciones en pago de sentencias y conciliaciones 
al existir para ello el Fondo de contingencias3. 
 
                                                             
2 “Las normas demandadas protegen en concreto los recursos provenientes de las transferencias que las 
entidades descentralizadas del nivel departamental reciben de la Nación y del correspondiente 
Departamento. Tales transferencias tienen por fin el cumplimiento del objeto propio de cada entidad y, 
por tanto, no se pueden ver sujetas a la eventualidad de medidas cautelares que desfigurarían su sentido 
y su razón de ser. Lo propio se puede afirmar de los fondos procedentes de empréstitos internos o 
externos contratados por las entidades descentralizadas.” 
 
3 “ARTÍCULO 194. APORTES AL FONDO DE CONTINGENCIAS. Todas las entidades que constituyan una 
sección del Presupuesto General de la Nación, deberán efectuar una valoración de sus contingencias 
judiciales, en los términos que defina el Gobierno Nacional, para todos los procesos judiciales que se 
adelanten en su contra.(…)” 
Aunado a ello, se tiene que las medidas sobre bienes de las entidades 
territoriales, recursos propios y transferencias y cesiones del sector central, 
pueden ser embargados a excepción de aquellas que se reciban por el S.G.P.4, 
sobre recursos por concepto de regalías (ley 141 de 1994), sobre recursos 
parafiscales, sobre recursos de propiedad de entidades públicas administrados 
por fiducias y de remanentes, debido a que el sistema general de participaciones 
se considera como una destinación social constitucional conforme a los artículos 
63, 356 y 357 de la Constitución Política, así como de las leyes 715 de 2001 y 
1176 de 2007, donde se tiene que este sistema conserva una participación para 
el sector salud, sector educación y para propósito general, esto se enuncia en 
sentencia T- 873 de 2012, de la siguiente manera: 
 
4.2. La Ley 715 de 2001 en desarrollo del artículo 357 de la C.P., 
establece en el artículo 91[18] que, con respecto a los recursos del 
Sistema General de Participaciones, no es posible realizar embargos, 
titularización u otra clase de disposición financiera, Por su parte, el artículo 
18] dispone que estos dineros no conformaran unidad de caja con las 
demás rentas y recursos de la entidad territorial y que los recursos del 
sector educativo, no podrán ser objeto de embargo, pignoración, 
titularización o de cualquier otra clase de disposición financiera. 
 
Aunque de lo mencionado, existe un nuevo aparte normativo que trae consigo 
una nueva excepción al principio de inembargabilidad, en cuanto en el parágrafo 
del artículo 594 del C.G.P. donde se refiere a un trámite especial para hacer 
efectivo dichos embargos a bienes inembargables, estimando que precisamente 
será el juez quien mediante fundamento legal debe invocar la procedencia de los 
mismos y las autoridades que deban realizar su ejecución congelaran dichos 
recursos hasta que cobre ejecutoria dichas sentencias ejecutivas. Si bien, esto 
es un nuevo desarrollo teórico, en la práctica no se observa en tanto el 
fundamento legal para embargar mediante medidas cautelares, no ha sido 
                                                             
4 Sistema General de Participaciones. 
dispuesto aún normas por cuanto al crearse el Código General del Proceso 
determinó la procedencia de la embargabilidad, siendo simplemente lo 
consignado en su parágrafo un aval para normas que se crean a futuro. 
 
Una vez se tiene cuáles son los bienes objeto de embargo, al momento de 
verificar la procedencia de una medida cautelar, requiere en primera medida que 
se esté solicitando sobre bienes embargables del Estado, lo cual como ya se 
observó se encuentran limitados, por lo que será necesario utilizar lo anotado en 
el parágrafo del artículo 594 del C.G.P., para normas futuras que elaboren un 
nuevo criterio sobre bienes embargables y mientras conformarse con el fondo de 
contingencias,  las entidades territoriales en el presupuesto que no devenga del 
S.G.P. 
 
CUADRO N 5: 
¿Hasta dónde proceden los embargos de bienes de la Nación en los procesos ejecutivos 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa desde la vigencia de la ley 1437 de 2011 y 
el Código General del Proceso? 
Tesis A (Sentencia C-543 de 2013) Tesis B (basado en el Código General del 
Proceso) 
Bajo el principio de inembargabilidad de los 
bienes del Estado, se encuentra limitado por la 
normativa. 
Sin embargo, este principio no es absoluto, pero 
si debe observarse que se trata de un trato 
diferente a los particulares. 
 
-Entidades territoriales mientras no hagan parte 
del Presupuesto de la Nación, ni se encuentre 
financiado por el S.G.P. 
-El Fondo de contingencia para el pago de 
sentencias y conciliaciones. 
-La tercera parte de ingresos brutos del servicio 
público cuando se preste directamente por una 
entidad descentralizada. 
 
Con el nuevo aparte del C.G.P. en su artículo 
594, se estima que son procedentes las 
medidas cautelares en los bienes 
inembargables, mientras el juez invoque 
fundamento legal. 
 
Actualmente no existen normas que dispongan 
que los bienes enunciados en el artículo 
mencionado sean embargables, aclarando que 
lo determinado en su parágrafo, busca una 
salvaguarda para la creación de leyes que así 
lo dispongan en cuanto a bienes posiblemente 
embargables a futuro. 
Fuente: Astrid Yurley Puentes Mendoza e Ingrid Jimena Cadena Romero. 2017 
 Respecto de los pronunciamientos de la Corte Constitucional y Consejo de 
Estado 
En cuanto a los diferentes pronunciamientos de las altas corporaciones, a fin de 
dilucidar e interpretar la normativa para llevar a cabo el análisis y procedencia de 
las medidas cautelares en un proceso ejecutivo contra el Estado Colombiano con 
vigencia en la ley 1437 de 2011 y el Código General del Proceso, se ha de 
mencionar que no se ha realizado un eventual análisis de líneas 
jurisprudenciales por cuanto el Consejo de Estado, viene desarrollando aun 
procesos con normativa anterior. No obstante, mediante providencias (autos) y 
sentencia ha desarrollado los requisitos que se deben tener en cuenta al 
momento del decreto de medidas cautelares, así como la interpretación 
jurisprudencial anterior, como quiera que lo sustancial en cuanto el principio de 
inembargabilidad sucede en el tiempo, teniendo como pronunciamiento lo 
siguiente: 
 
Pronunciamientos del Consejo de Estado 
La regla general es la 
inembargabilidad de las 
rentas y recursos del 
Estado, salvo que se 
trate de créditos 
laborales, el pago de 
sentencias y demás 
obligaciones claras, 
expresas y actualmente 
exigibles a cargo del 
Estado, para lo cual 
debe acudirse al 
procedimiento.  
Sentencia Expediente 
N° 19717 de 2014  
 
Las sentencias que se relacionan referencian los pronunciamientos realizados 
por el Consejo de Estado en cuanto a la inembargabilidad de los bienes del 
Estado, dando fuerza a la regla general antes enunciada. Sin embargo, solo 
se enuncian como marco de referencia y base, pues las providencias no 
corresponden a pronunciamientos con ley 1437 de 2011 y el Código General 
del Proceso: 
- Sentencia 22 julio de 1997 expediente s-604 sala plena, 249095 
- Sentencia del 22 de junio de 1989 expediente 210595 Sala Cuarta 
- Sentencia del 14 de septiembre de 1995 expediente 239238 
- Sentencia del 14 de septiembre de 1995 expediente 3149 
- Sentencia 05 de mayo de 1998 expediente S-719 249095 
- Sentencia 14 de abril de 2007 expediente14226 sección cuarta 
- Sentencia del 08 de junio de 2008 expediente 15448. (Consejo de 
Estado, s.f.) 
Fuente: Astrid Puentes y Jimena Cadena. 2017 
 
En cuanto a la Corte Constitucional desde el año 1998, se tiene conocimiento de 
la interpretación jurisprudencial del tema, siendo esta línea intacta hasta al 
momento, sin que a la fecha se haya verificado con la normativa vigente un 
nuevo pronunciamiento, determinando que el principio de inembargabilidad no 
es absoluto y por lo tanto, recaerá embargos respecto de obligaciones adquiridas 
por las entidades territoriales, así como respecto del pago de créditos laborales. 
El presente cuadro enuncia una tesis y una antítesis, la última se desarrolló con 
el fin de demostrar que no ha existido cambio de línea jurisprudencial por parte 
de la Alta Corporación. Así mismo, la tesis está sustentada bajo las sentencias 
que se encuentran a su lado, lo que corrobora la excepción respecto al principio 
de inembargabilidad. 
Pronunciamientos Corte Constitucional 
ANTITESIS 
 
  TESIS 
El principio de 
inembargabilidad es 
absoluto y por lo 
tanto todos los 
bienes del Estado 




                       
                        
                       
        
 
C- 539/10  
 
T-873/12  
C-543/13                     
Presenta la excepción al 
principio de inembargabilidad 
respecto el pago de créditos 
laborales  
Las obligaciones 
contractuales adquiridas por 
las entidades territoriales para 
  
 el cumplimiento de los 
propósitos del SGP no se 
aplicará el principio de 
inembargabilidad de los 
recursos del mismo Sistema.  
C-546 de 1992, C-013, C-017, C-107, C-337, C-555 de 1993, C-103 y C-263 
de 1994, C-354 y C-402 de 1997, T-531 de 1999, C-427 de 2002, T-539 de 
2002, C-793 de 2002, C-566, C-871 y C-1064 de 2003, C-192 de 2005, C-1154 
de 2008 y C-539 de 2010 (Corte Constitucional, s.f.). 
Las anteriores corresponden a la línea de jurisprudencias respecto al principio 
de inembargabilidad. No obstante, se enuncian por ser importantes para el 
desarrollo del tema, aunque no se analiza cada una de ellas por no ser de los 
años precedentes a la ley 1437 de 2011 y Código General del Proceso.  
















Las medidas cautelares en el proceso ejecutivo administrativo son de carácter 
preventivo como lo son las de embargo y secuestro de bienes del Estado de 
conformidad al artículo 230 del C.P.A.C.A. y del Código General del Proceso. 
 
Con la entrada en vigencia del Código General del Proceso, se empezaron a 
regir las medidas cautelares de los procesos ejecutivos de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativo, por cuanto anteriormente se venía realizando con el 
Procedimiento Civil, para lo cual, entre otras, no necesita de prestar caución para 
solicitarla. 
 
El principio de inembargabilidad de bienes y recurso del Estado genera un trato 
desigual con respecto a los particulares, por lo cual no se podrá realizar 
embargos a bienes de Estado que ya han sido estipulados en la normatividad.  
 
En la Jurisdicción Contencioso Administrativo, los requisitos de las medidas 
cautelares en procesos ejecutivos derivan de la presentación de la demanda y 
de su admisión, así como de los bienes en los cuales recaerá el embargo y 
secuestro, pues se debe tener en cuenta el principio de inembargabilidad. 
 
La procedencia de las medidas cautelares se torna ineficaz, en el entendido que 
es imposible embargar cuentas del Estado de conformidad al principio de 
inembargabilidad, ocasionando detrimento económico a los administrados que 
contratan con el Estado. 
 
Los bienes del Estado sobre los cuales no recaen las medidas cautelares, por 
gozar del principio de inembargabilidad se establecen en el artículo 592 del 
C.G.P. sin que a la fecha se haya establecido ninguna contrariedad con la norma. 
 
Los bienes embargables del Estado son las entidades territoriales mientras no 
hagan parte del Presupuesto de la Nación, ni se encuentre financiado por el 
S.G.P., el Fondo de contingencia para el pago de sentencias y conciliaciones y 
la tercera parte de ingresos brutos del servicio público cuando se preste 
directamente por una entidad descentralizada. 
 
La Corte Constitucional y el Consejo de Estado comparten posiciones 
jurisprudenciales respecto que por regla general existe el principio de 
inembargabilidad de las rentas y recursos del Estado, salvo que se trate de 
créditos laborales, el pago de sentencias y demás obligaciones claras, expresas 
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